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ACUERDO de 2 de agosto de 1996, del Con-
sejo de Gobierno, por el que se declara la urgente
ocupacién, a los efectos de expropiacién forzosa,
por el Ayuntamiento de Lepe (Huelva), de los bienes
y derechos afectados por el proyecto denominado

Paseo Maritimo de La Antilla, primera fase, en dicha
localidad.

El Ayuntamiento de Lepe (Huelva), en sesién celebrada
el dia 21 de octubre de 1992, acordé iniciar el expediente
de expropiacién forzosa para llevar a cabo el «Proyecto
de construccién del paseo maritimo de La Antilla, primera
fase», en dicho término municipal, y mediante Decreto de
fecha 19 de enero de 1996 aprobar la relacién de bienes
y derechos que se consideran necesarios para ejecutar las
referidas obras, al tratarse de una actuacién prevista en
las Normas Subsidiarias de Planeamiento, aprobadas por
la Comisién Provincial de Ordenacién del Territorio y Urba-
nismo con fecha 10 de julio de 1995, una vez enfendida
la utilidad pUblica de las obras, al amparo de lo establecido
en el articulo 132 del Texto refundido de la Ley sobre
Régimen del Suelo y Ordenacién Urbana, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio.

Posteriormente, la Corporacién acordé solicitar del
Consejo de Gobierno de esta Comunidad Auténoma la
declaracién de urgente ocupacién de los bienes afectados,
habida cuenta de las circunstancias que concurren en el
presente caso y que vienen dadas por la apremiante nece-
sidad de comenzar las obras incluidas en el citado proyecto
a fin de dotar de la adecuada infraestructura urbanistica
a esta zona del litoral, y a la vez garantizar la proteccién
de la costa y de los inmuebles que se ubican en su proxi-
midad frente a los temporales durante la época invernal,
evitando con ello los dafios que periédicamente se pro-
ducen en esta época del afio.

Identificados plenamente los bienes objeto de ocu-
pacién y practicada la informacién piblica mediante inser-
cién del oportuno edicto en el Boletin Oficial de la Provincia
de Huelva nim. 35 de fecha 12 de febrero de 1996,
tablén de anuncios del Ayuntamiento y periédico «Huelva
Informacién» de fecha 5 de julio de 1996, se ha presentado
escrito de alegaciones suscrito por dofa Francisca, Puri-
ficacién e Isabel Borrero Lavado, que han sido examinadas
por la Corporacién en sesién celebrada el dia 10 de abril
de 1996, y resueltas en sentido desestimatorio en base
al informe juridico emitido al respecto y cuyo contenido
se transcribe a continuacion:

«En el escrito presentado no se impugna la descripcién
de los bienes que se consideran necesarios para la expro-
piacién, sino la ausencia de fundamentacién de aquélla
y una supuesta contradiccién en la misma en base a los
argumentos que seguidamente se analizan:

A) En primer lugar, se alega que el Acuerdo del Pleno
del Ayuntamiento de fecha 21 de octubre de 1992 decla-
rando la Utilidad Piblica e Interés Social de la Expropiacién
adolece del vicio de nulidad desde el momento en que
las Normas Subsidiarias vigentes en aquel momento han
sido declaradas nulas por Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucia de 20 de mayo de 1994; respecto
a lo anterior debe hacerse constar que, sin perjuicio de
la ausencia de firmeza de la mencionada Sentencia por
encontrarse recurrida en casacién ante el Tribunal Supre-
mo, ni de los efectos no ejecutivos de la misma como
ha establecido el citado Tribunal en su Auto de fecha 11
de enero de 1993 para supuestos similares, la expropiacién
forzosa ha encontrado cobertura en el Texto Refundido
de las Normas Subsidiarias de Planeamiento del Municipio
de Lepe, aprobado por la Comisién Provincial de Orde-
nacién del Territorio y Urbanismo con fecha 10 de julio
de 1995 y publicado en el Boletin Oficial de la Provincia

de 18 de octubre del mismo afio, lo cual de acuerdo con
el art. 132 del R.D. Legislativo 1/92, de 26 de junio, implica
la Declaraciéon de Utilidad Publica de las obras y la Nece-
sidad de Ocupacién de los terrenos y edificios correspon-
dientes a los fines de la expropiacién.

B) En los apartados segundo vy tercero de la Con-
sideracién Primera del escrito presentado, se alega que
los edificios que se pretenden expropiar estén considerados
como “Fuera de ordenacién”, no pudiéndoles afectar nin-
gun Plan de Ordenacién, ni ningun Proyecto de red viaria.
Tal como establece el art. 137 del R.D. Legislativo 1/92,
la calificacién de un inmueble como “Fuera de ordenacién”
lo Unico que indica es su disconformidad con el Planea-
miento urbanistico vigente, limitdndose las obras que pue-
den realizarse en el mismo, no significando en ningn
momento la exclusién de aquéllos de la ordenacién
urbanistica.

C) Respecto al apartado cuarto de la Consideracién
Primera y a las Consideraciones Segunda y Tercera del
mencionado escrito de alegaciones, hacer constar que no
existe contradiccién en la fundamentacién de la expro-
piacién. No debe confundirse el Acuerdo del Ayuntamiento
Pleno de fecha 24 de julio de 1995 de comprometerse
a poner a disposicion de la Direccién General de Costas
del Ministerio de Obras Publicas, Transportes y Medio
Ambiente el suelo necesario para la ejecucién del proyecto
de | fase del paseo maritimo en La Antilla, que lo Unico
que motivé fue el Decreto de la Alcaldia de fecha 13 de
noviembre de 1995 impulsando los expedientes expropia-
torios, con la verdadera causa expropiandi del expediente
de expropiacién, ésta estd legitimada por razones de urba-
nismo, en concreto para la realizacién de una dotacién
publica consistente en un sistema viario.

No existe indefensién desde el momento en que la
motivacién o finalidad de la expropiacién sigue siendo
la misma, como se ha dicho repetidamente la realizacién
de una dotacién viaria, quedando a salvo en todo caso
el ejercicio por los legitimados para ello del derecho de
reversién en los supuestos legalmente procedentes.

La intervencién municipal no requiere informe precep-
tivo y vinculante del Ministerio de Obras Pdblicas, Trans-
portes y Medio Ambiente al no encontrarse los bienes a
expropiar en Zona de Dominio Publico Maritimo Terrestre,
sino en Zona de servidumbre de proteccién (Sentencia del
Tribunal Constitucional de 4 de julio de 1991). En cualquier
caso, sin perjuicio de lo anterior, debe hacerse constar
que el proyecto de | fase del paseo maritimo La Antilla,
ha sido aprobado definitivamente por la Demarcacién de
Costas de Andalucia Atlantico de Cédiz del MOPTMA
mediante Resolucién de fecha 22 de febrero del corriente,
de acuerdo con los articulos 45 de la Ley de Costas vy
97 de su Reglamento.

Por todo la anterior, se informa favorablemente la
desestimacién de las alegaciones presentadas y el acuerdo
de la necesidad de ocupacién de los bienes descritos en
la relacién aprobada inicialmente, asi como su remisién
a la Delegacién de Gobernacién de la Junta de Andalucia,
para que se declare, en su caso, la urgente ocupacién
de los terrenos afectados recogida en el art. 52 de la
Ley de Expropiacién Forzosa»

Dado que las circunstancias relacionadas justifican
debidamente el empleo de este procedimiento por parte
de lo Corporacién interesada, procede acceder a la soli-
citud formulada por la misma y declarar, en su conse-
cuencia, la urgente ocupacién pretendida al entenderse
cumplidos los requisitos exigidos por el articulo 56 del
Reglamento de Expropiacién Forzosa, en relacién con el
52 de la Ley.

El articulo 13.3 del Estatuto de Autonomia para Anda-
lucia confiere competencia en exclusiva a esta Comunidad
Auténoma en materia de Régimen Local, correspondiendo
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su ejercicio al Consejo de Gobierno, a tenor de lo esta-
blecido en la Disposicién Final Segunda de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administracién de la
Comunidad Auténoma.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Gober-
nacién, previa deliberacién del Consejo de Gobierno, en
su sesion del dia 2 de agosto de 1996,

ACUERDA

Se declara la urgente ocupacién a los efectos de expro-
piaciéon forzosa por el Ayuntamiento de Lepe (Huelva) de
los bienes y derechos afectados por las obras comprendidas
en el proyecto denominado «Paseo Maritimo de La Antilla,
primera fase. Término municipal de Lepe (Huelva)» en dicha
localidad, de conformidad con lo previsto en el articu-
lo 52 de la Ley de Expropiacién Forzosa de 16 de diciembre
de 1954, y cuya descripcién es la siguiente:

Finca nim. 1 de la C/ Estrella del Mar, de La Antilla
(Lepe).

- Propietaria: Dofa Isabel Borrero Lavado, domiciliada
en C/ Habana, 13 de Sevilla.

- Descripcién: Terreno con una superficie de
178,44 m?, con una vivienda de una planta construida
de 82,93 m?, destindndose el resto a patio y jardin.

- Situacién juridica: Dicho inmueble estd calificado
por las Normas Subsidiarias de Planeamiento como «Fuera
de Ordenacién», estando prevista en las mismas su expro-
piacién. Ademds, se encuentra afectado por la Zona de
Servidumbre de Proteccién de la Playa.

Finca nim. 2 de la C/ Estrella del Mar de La Antilla
(Lepe).

- Propietarios: Dofa Isabel Lavado Dominguez, dofia
Purificacién y dofa Francisca Borrero Lavado, con domi-
cilios respectivamente en C/ Habana, 13, C/ Pedro de
Ledn, 1, 1.°izqda. y C/ Honduras, 1, todos ellos de Sevilla.

- Descripcién: Terreno con una superficie total de
292,02 m?, con una vivienda de una planta construida
de 100,32 m? destindndose el resto a patio y jardin.

- Situacién juridica: Idéntica a la descrita para la Finca
nom. 1.

Sevilla, 2 de agosto de 1996

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucia

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernacién

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

DECRETO 386/1996, de 2 de agosto, por el
que se determinan los drganos competentes para
la imposicién de sanciones por infracciones a la nor-
mativa en materia de prevencién de riesgos laborales.

PREAMBULO

La promulgacién de la Ley de Prevencién de Riesgos
Laborales que regula las infracciones y sanciones admi-
nistrativas en materia de prevencién de riesgos laborales
y de seguridad y salud laboral, establece los tipos y san-
ciones que la Ley 8/1988, de 7 de abiril, recogia en sus
articulos 9, 10, 11, 36 apartado 2, 39 y 40 pérrafo 2.°
(derogados por la citada Ley), y reconoce que correspon-
derd a las Comunidades Auténomas con competencias

en materia de ejecuciéon de la legislacién laboral efectuar,
de acuerdo con su regulacién propia en los términos y
con los limites previstos en sus respectivos Estatutos de
Autonomia y disposiciones de desarrollo y aplicacién, la
atribucién de tales competencias sancionadoras.

El Estatuto de Autonomia de Andalucia, establece en
su articulo 17.2 que corresponde a la Comunidad Auté-
noma de Andalucia la ejecucién de la legislacién del Estado
en materia laboral, asumiendo las facultades y servicios
que en este dmbito, y a nivel de ejecucién, ostenta el Estado
respecto a las relaciones laborales, sin perjuicio de la alta
inspeccién de éste y de lo establecido en el arficulo
149.1,2.° de la Constitucion.

Tras la promulgacién de la Ley 8/1988, de 7 de abril,
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, fue
dictado el Decreto 182/1988, de 3 de mayo, que distribuyé
la potestad sancionadora en materia laboral y social -entre
las que se encontraba la de seguridad, higiene y salud
laborales- entre los érganos de la Junta de Andalucia.
La citada materia de seguridad, higiene y salud laborales
se encuentra actualmente desgajada de la Ley 8/1988,
de 7 de abril, estando regulada en la Ley 31/1995, de
8 de noviembre, de Prevencién de Riesgos Laborales, la
cual ha fijado para ésta nuevas cuantias de las sanciones
que podrdn imponerse por la infraccién de su normativa,
lo que hace preciso adecuar la competencia sancionadora
en tal materia, quedando subsistente, en cuanto a dis-
tribuciéon de competencias de la potestad sancionadora
en las otras materias del orden laboral y social, el referido
Decreto 182/1988, de 3 de mayo.

Por ello, en base a las facultades autoorganizativas
reconocidas en el articulo 13.1 del Estatuto de Autonomia,
se hace necesario proceder, en el dmbito de la Comunidad
Auténoma de Andalucia, a distribuir tal potestad sancio-
nadora en materia de prevencién de riesgos laborales,
entre los diferentes érganos de aquélla en funcién de su
importancia y cuantia.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Trabajo
e Industria, previa deliberacién del Consejo de Gobierno,
en su reunién del dia 2 de agosto de 1996,

DISPONGO

Articulo 1. El conocimiento y sancién de las infrac-
ciones administrativas en materia de prevencién de riesgos,
seguridad y salud laboral, corresponderd a la Consejeria
de Trabajo e Industria o al Consejo de Gobierno de la
Junta de Andalucia segin los casos, mediante la trami-
tacién del oportuno expediente.

Articulo 2. Las infracciones se sancionaré con multa,
a propuesta de la Inspeccién de Trabajo y Seguridad Social,
por:

- Los Delegados Provinciales de la Consejeria de Tra-
bajo e Industria, hasta 5.000.000 de pesetas.

- El Director General de Trabajo y Seguridad Social,
desde 5.000.001 hasta 15.000.000 de pesetas.

- El Consejero de Trabajo e Industria, desde
15.000.001 hasta 50.000.000 de pesetas.

Y el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucia,
a propuesta del Consejero de Trabajo e Industria, desde

50.000.001 hasta 100.000.000 de pesetas.

Articulo 3. De conformidad con lo establecido en el
articulo 53 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, el
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucia, cuando
concurran circunstancias de excepcional gravedad en las
infracciones referidas a la Seguridad y Salud en el Trabajo,
podré acordar la suspensién de las actividades laborales
por un tiempo determinado o, en su caso extremo, el cierre
del centro de trabajo correspondiente, sin perjuicio, en



